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Salir
del silencio
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E
ntre los cambios de los últimos años en los pro-
cesamientos de crímenes de lesa humanidad,
junto con la aplicación de la figura de genocidio

a hechos cometidos antes del golpe militar del 24-3-76,
y del juzgamiento de civiles (empresarios, jueces, miem-
bros del clero) por su directa responsabilidad en estos
crímenes, se cuenta la incorporación de delitos de vio-
lencia sexual como delitos autónomos (esto es, no sub-
sumidos en el delito de torturas) de lesa humanidad, y
por lo tanto imprescriptibles.

Delitos de esa índole aparecen denunciados ya en
1980 por la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH) en el Informe sobre la situación de los de-
rechos humanos en la Argentina, capítulo V, punto D,
apartado i): “Las amenazas o consumación de violacio-
nes tanto de mujeres como de hombres”; en el informe
de la CONADEP Nunca Más, de 1984, y en los testimo-
nios de sobrevivientes de Centros Clandestinos de De-
tención (CCD) en el Juicio a las Juntas de 1985; pero
fueron “invisibilizados” en este juicio. A partir de 2005,
en la etapa de los juicios que siguieron a la derogación
de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final y de los
indultos de 1990, organismos de derechos humanos
como el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS),
organizaciones de defensa de los derechos de las muje-
res, como el Comité de América Latina y el Caribe para
la defensa de los derechos de la mujer (CLADEM) y el
Instituto de Género, Derecho y Desarrollo (Insgenar),
bregaron para que en los juicios por crímenes de lesa
humanidad se tomaran en cuenta las denuncias de deli-
tos de violencia sexual, se creara un clima favorable a
que los testigos pudieran poner en palabras esos deli-
tos, y se reconocieran en las violaciones y otras múlti-
ples formas de violencia sexual contra mujeres y
varones ilegalmente privados de libertad delitos de lesa
humanidad, autónomos y al mismo nivel que los críme-

nes de privación ilegítima de libertad, secuestro, tortura,
desaparición forzada, homicidio. 

Hasta el momento, la proporción de sentencias que
tienen en cuenta estas denuncias es muy baja: al 5 de
julio de 2015, Infojus Noticias informaba que se habían
dictado “once sentencias condenatorias que incluyen
delitos sexuales en el marco de crímenes de lesa huma-
nidad”; lo que significaría un porcentaje que no llega al
8% de las sentencias, dado que según el informe “A diez
años del fallo Simón” de la Procuraduría de crímenes
contra la humanidad, al 8 de junio de 2015 se registraba
un total de 142 sentencias. 

A la información de Infojus corresponde añadir la pos-
terior sentencia del Tribunal Oral Nº 5 de San Martín, el 16
de julio de 2015, que condenó a ocho imputados por deli-
tos cometidos en la subzona 16 del primer Cuerpo de Ejér-
cito, que comprende los partidos del oeste del conurbano
bonaerense Morón, Moreno y Merlo, especialmente los co-
metidos en la Mansión Seré. En la causa se investigaron
los delitos de privación ilegítima de libertad agravada, vio-
lación, abuso deshonesto, tormentos y homicidios. Du-
rante el juicio, a pedido del fiscal Martín Niklison, se amplió
la acusación por delitos sexuales cometidos contra tres
hombres, ocho mujeres y un niño de 14 años. Por esos de-
litos se condenó al exbrigadier Miguel Osses a prisión per-
petua, a los exbrigadieres Hipólito Mariani y César Comes
y a tres expolicías a 25 años de prisión. Otros dos expoli-
cías recibieron penas de 12 y 9 años.

También la sentencia dictada el 25 de noviembre úl-
timo en Bahía Blanca, correspondiente al tercer juicio
por crímenes de lesa humanidad llevado a cabo en esa
ciudad, y el primero en mostrar la interacción entre la
Armada, el Ejército y la Prefectura. Esta sentencia con-
denó a prisión perpetua a 18 represores, y a penas de
entre 8 y 18 a otros cuatro. Nueve marinos fueron con-
denados entre otros delitos por el de “abuso deshonesto”
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contra mujeres cautivas. Los fiscales pidieron que el ve-
redicto sea publicado en el diario local La Nueva Provincia,
cuyos dueños, el clan Massot, fueron incriminados por el
asesinato de dos de sus obreros gráficos.

Pero es importante destacar que se registra una acele-
ración en la incorporación de estos delitos en las sentencias,
desde que en el año 2010 se produjo la primera de ellas. 

El 12 de junio de 2010 el Tribunal Oral Federal de Mar
del Plata condenó a prisión perpetua y cárcel común al
suboficial Gregorio Rafael Molina, alias “el Sapo” o
“Charles”, por los homicidios agravados por ensaña-
miento y alevosía de los abogados Roberto Centeno y
Jorge Candeloro, secuestrados en junio y julio de 1977,
torturados y asesinados en el episodio conocido como
“la noche de las corbatas”; y por privación de libertad
agravada, aplicación de tormentos agravada y violacio-
nes reiteradas de tres mujeres cautivas, crímenes co-
metidos en el Centro Clandestino de Detención “La
Cueva”. Es la primera sentencia donde las violaciones
son condenadas en tanto delito específico tipificado
como crimen de lesa humanidad. 

Existe un antecedente que se remonta a pocos meses
antes, el fallo contra el espía civil Horacio Barcos, dictado
por el Tribunal Oral Federal de Santa Fe el 12 de abril de
2010. Condena al exagente de inteligencia del ejército a
15 años de cárcel por el secuestro, la privación ilegal de li-

bertad y torturas, entre el 16 y el 31 de mayo de 1978 con-
tra Amalia Ricotti y su marido, el historiador santafesino
y dirigente de CTERA José Alberto Tur, ya fallecido, que
estuvieron detenidos en el CCD “La casita”. El fiscal Mar-
tín Suárez Faisal y los abogados querellantes Horacio Cou-
taz y Zulema Rivera pidieron al tribunal que Barcos fuera
condenado también por la violencia sexual que padeció
Amalia en el CCD, por considerar que se trata de un cri-
men de lesa humanidad. El fallo no entiende todavía la vio-
lencia sexual como delito autónomo sino que lo subsume
en el delito de “tormentos”.   

Se encuentran pendientes sentencias en causas
donde se han incorporado los delitos sexuales: la mega-
causa ESMA,  la megacausa Campo de Mayo, la mega-
causa Caballero II (Chaco), el Operativo Independencia
(Tucumán), entre otras.

RESISTEncIAS DEnTRO

y fuERA DEL PODER JuDIcIAL

El movimiento dirigido a lograr el reconocimiento de
la violencia sexual en el marco de la represión ilegal
como crimen de lesa humanidad ha tenido que vencer
desde su origen fuertes resistencias, y las sigue gene-
rando, no solamente entre quienes se oponen abierta-
mente o son renuentes a los juicios por crímenes de lesa
humanidad, dentro y fuera del Poder Judicial, sino entre
miembros del Poder Judicial que intervienen eficaz-
mente en el procesamiento y sanción de crímenes de
lesa humanidad, e incluso en el seno del movimiento de
derechos humanos. 

En el caso del Poder Judicial, las resistencias toman
la forma de obstáculos técnicos. El documento “Consi-
deraciones sobre el juzgamiento de abusos sexuales…”
–emitido en noviembre de 2011 por la Unidad fiscal de
seguimiento de los crímenes de lesa humanidad, fir-
mado por Jorge Auat y Pablo Parenti, avalado un año
después, en noviembre de 2012, por la Procuradora Ge-
neral Alejandra Gils Carbó, dirigido a operadores judi-
ciales– refuta las argumentaciones supuestamente
jurídicas que impiden tener en cuenta y sancionar los
delitos de connotación sexual1. En efecto, las resisten-
cias del sistema judicial para concebir los delitos contra
la integridad sexual como delitos de lesa humanidad es-
pecíficos, no subsumibles en los de tormento, remiten
según Pablo Parenti más a prejuicios muy arraigados
que a obstáculos jurídicos propiamente dichos, no son
técnicos sino ideológicos. 

El primero de esos argumentos es que los delitos de
connotación sexual no forman parte de un plan sistemá-
tico, condición para considerarlos de lesa humanidad. El do-
cumento de la Unidad fiscal considera errada esta
interpretación, dado que lo que debe ser generalizado y sis-
temático es el ataque contra la población civil, no necesa-

riamente cada delito (privación ilegal de libertad, secues-
tro, desaparición forzada, homicidio, tortura, violación).
Cabe añadir que la evidencia de la frecuencia y amplitud de
los delitos de violencia sexual en el marco del terrorismo
de Estado aumenta conforme aumenta el número de testi-
monios que incluyen la denuncia de hechos de violencia se-
xual, como asimismo las investigaciones realizadas en
busca de corroborar y medir el alcance de estos delitos2.

La no sistematicidad es uno de los argumentos con
que el juez Juan yalj, al condenar en diciembre de 2008
a Santiago Omar Riveros, jefe de la Zona 4, a cargo del
Comando de Institutos Militares con sede en Campo de
Mayo por otros crímenes, dictó falta de mérito respecto
al delito de violaciones sexuales denunciados por las so-
brevivientes Eva Orifici y Lidia Biscarte, por considerar que
habían sido “eventuales y no sistemáticas”. Esa sentencia
dio lugar al “Amicus curiae” presentado en 2009 por CLA-
DEM e Insgenar, con el objetivo de aportar argumentos al
reconocimiento, juzgamiento y castigo de los delitos con-
tra la integridad sexual como crímenes de lesa humani-
dad. Estas dos ONGs desarrollaron en 2011 una
investigación, Grietas en el silencio, fundada en entrevis-
tas a 18 víctimas o testigos directos de delitos contra la in-
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tegridad sexual cometidos en el marco de la represión ile-
gal, así como en la información sobre esos delitos difun-
dida en medios gráficos, digitales o televisivos. El
documento firmado por Jorge Auat y Pablo Parenti toma
elementos de esa investigación. Se basa también en ella el
fallo de la Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza del
23 de noviembre de 2011, que procesó a Luciano Benjamín
Menéndez y a otros tres represores de alto rango como
autores mediatos de violaciones sexuales.

La cuestión de la autoría mediata de delitos de con-
notación sexual es otra de las controversias que aborda
el documento. El fallo de Mendoza revocó la falta de mé-
rito dictada contra Menéndez  basada en que “es un de-
lito que se comete por mano propia, por lo que no
admite la autoría mediata. Tampoco figura como objeto
específico dentro de las órdenes mencionadas… No se
puede establecer quiénes son los autores directos…”. El
fallo opone a estos argumentos la prescindencia de los
fines o móviles del sujeto: no se castiga la eventual sa-
tisfacción sexual del violador  sino la lesión del bien ju-
rídico que es la autodeterminación sexual. En cuanto a
la normativa expresa: existió una orden de “aniquila-
miento del enemigo”, no hay una orden explícita de vio-
lar, como tampoco la hubo de secuestrar y torturar. La
violencia sexual fue una de las formas del aniquila-
miento de las personas acusadas de “subversivas”.

En cuanto a la distinción entre tortura y violencia se-
xual, el documento establece que un delito sólo puede
subsumirse en otro a condición de ser un delito menor
abarcado por otro, pero ya en el Código Penal de esa
época la tortura y la violación eran dos delitos distintos
y de igual gravedad.

El carácter de delito de instancia privada de los delitos
contra la integridad sexual ha actuado como obstáculo
para su juzgamiento, tanto en la justicia corriente como
en el marco de la represión ilegal. La persona que ha su-
frido esos delitos es desalentada de hacer la denuncia,
ante la perspectiva de un calvario en el juicio donde se la
sindique como la primera sospechosa. En el caso de los
juicios de lesa humanidad, hay fiscales que desaconsejan
al testigo mencionar estos delitos con el pretexto de que
sería revivir ese sufrimiento en vano. Pero, ¿a quién be-
neficia el silencio de la víctima en estos casos? Lo que se
esgrime como su protección es en realidad garantía de la
impunidad del violador. Sin embargo, Pablo Parenti consi-
dera riesgoso eliminar el principio de instancia privada,
opta por mantenerlo y esforzarse por crear dispositivos
adecuados en la justicia para la escucha de estos delitos y
el procesamiento y condena correspondientes.

En cuanto a la prueba, el documento establece que no
cabe la presunción de consentimiento de la víctima en el
marco de la represión ilegal, ni su testimonio necesita ser
corroborado por otros. 
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LA EVIDEncIA DE LA FRECUENCIA
y AMPLITUD DE LOS DELITOS

DE VIOLENCIA SExUAL EN EL MARCO DEL
TERRORISMO DE ESTADO AUMENTA

CONFORME AUMENTA EL NúMERO DE
TESTIMONIOS qUE INCLUyEN LA

DENUNCIA DE HECHOS DE VIOLENCIA
SExUAL, COMO ASIMISMO LAS

INVESTIGACIONES REALIZADAS EN
BUSCA DE CORROBORAR y MEDIR EL

ALCANCE DE ESTOS DELITOS.

EL cARácTER DE DELITO DE
INSTANCIA PRIVADA DE LOS DELITOS
CONTRA LA INTEGRIDAD SExUAL HA

ACTUADO COMO OBSTáCULO PARA SU
JUZGAMIENTO, TANTO EN LA JUSTICIA
CORRIENTE COMO EN EL MARCO DE LA

REPRESIóN ILEGAL.
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POR qué LAS RESISTEncIAS

Es inevitable preguntarse por qué los delitos de con-
notación sexual en el marco de la represión ilegal nece-
sitan ser objeto de una campaña específica para su
reconocimiento y sanción. El reparo consistente en que
la violencia sexual no es una exclusividad del terrorismo
de Estado implica naturalizar esa violencia, incorporán-
dola a la normalidad. Existe un continuum entre una su-
puesta “normalidad” y el marco de un estado de
excepción. A las denuncias de delitos sexuales cometi-
dos en los CCD se extiende la lógica con que se escu-
chan esas denuncias en la justicia corriente: las
sospechas se concentran en quien denuncia, su palabra
es dudosa, se lo concibe como un delito muy difícil de
probar, en realidad se le hace difícil a una mujer “pro-
bar” que no consintió en la violación, que no la provocó. 

Durante mucho tiempo las víctimas de esos delitos
tendieron a callarlos, como si se tratara de hechos se-
cundarios: “Una violación parecía algo secundario”, dijo
una de las testigos contra el Sapo Molina. En 1976 Dora
Seguel y su hermana sobreviviente, Argentina, fueron
violadas siendo adolescentes en la comisaría de Cutral
Co y en La escuelita I de Bahía Blanca, dependientes del
V Cuerpo de Ejército, pero durante mucho tiempo se
concentraron exclusivamente en la denuncia de la de-
saparición de la mayor de las hermanas, Arlene. Tardía-
mente, Dora empezó a ocuparse de su propia historia, y
en el juicio oral desarrollado en Neuquén en 2012 de-
nunció por primera vez las violaciones sufridas 36 años
antes. Todavía hoy hay muchos sobrevivientes que
optan por omitir esos atropellos en sus testimonios.
También hay quienes ahora se animan a hacerlo, y es
que los juicios actuales se desarrollan en un contexto
muy transformado: la política de justicia y derechos hu-
manos de las presidencias de Néstor kirchner y Cristina
Fernández de kirchner neutralizaron la estigmatización
de los perseguidos por la dictadura, los testimoniantes
están en otra etapa de sus vidas, se han producido
transformaciones judiciales y culturales que habilitan las
denuncias3. En efecto, una de las razones del silencio es-
grimidas es el reparo del sufrimiento que el carácter pú-
blico de esas denuncias produciría en los compañeros y
en los hijos, pero en esta segunda etapa los hijos ya son
adultos. Silvia Suppo, asesinada a puñaladas en Rafaela el
29 de marzo de 2010, había testimoniado el 5 de octubre
de 2009 ante el Tribunal Oral Federal de Santa Fe que en
1977, cuando tenía 17 años, fue secuestrada por el Ejército,
y torturada y violada en la Comisaría 4ª  de Santa Fe y en
el CCD llamado “La casita”; había quedado embarazada y
sus secuestradores la llevaron a una clínica privada donde
se le practicó un aborto “para subsanar el error”. “Lo que
yo mantuve años en silencio, aunque mis amigos y com-
pañeros lo sabían, era la cuestión de la violación y el

aborto. Estuve esperando que mis hijos crecieran, era lo
que a mí me condicionaba… Tenés que hacer un proceso
para poder contarlo”, había dicho después de ese testi-
monio. “Todos hablábamos de las desapariciones, de la
tortura, pero faltaba hablar de los abusos sexuales y em-
pezamos a trabajar con las demás compañeras en pro-
fundizarlo. Nosotras sabíamos que nos había pasado a
todas. Les pasó a compañeras aun embarazadas. Eras
como un botín para ellos, te podían torturar, te podían las-
timar, pero también te podían violar”, dice Eva Orifici.

La violencia sexual se ejerció también contra los hom-
bres. Pero en estos casos la ruptura del silencio es aún
más difícil que en el caso de las mujeres. ya la Carta
abierta a la Junta militar de Rodolfo Walsh, de marzo de
1977, registra la información de que Floreal Avellaneda, de
14 años, había sido torturado y violado antes de que lo
arrojaran al río. En la investigación de CLADEM, tanto Cris-
tina Zurutuza como Alejandra Paolini señalan como im-
pacto diferencial de las violaciones entre hombres y
mujeres la ausencia de culpa en los hombres y el persis-
tente sentimiento de culpa en las mujeres. El 28 de sep-
tiembre de 2010 en el juicio oral por la causa Caballero en
Resistencia, Chaco, Raúl Juncos relató un episodio vivido
en los sótanos de tortura de la Brigada de Investigaciones
de Resistencia, cuando estando él atado al elástico de una
cama el torturador José María Cardozo, que le había qui-
tado un crucifijo, gritó: “Ahora te va a coger Dios”, y le in-
trodujo el crucifijo en el ano; después le aplicó la picana en
el mismo lugar, haciendo que el crucifijo se rompiera y le
desgarrara el ano. El relato de Juncos aparece más bien
como la excepción que confirma la regla. 
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“La lucha que libramos no reconoce límites morales ni
naturales. Se realiza más allá del bien y del mal”, había
dicho el teniente coronel Hugo Pascarelli. Se diría que la
ruptura de límites operada por la represión ilegal llegó al
punto de borrar también los pactos entre varones que
hacen al núcleo de la cultura patriarcal. Desde La Ilíada de
Homero, donde Aquiles, prototipo del héroe, deplora la
muerte de Héctor, en la tradición patriarcal occidental el
enemigo es alguien a quien matar, pero no a degradar. El
guerrero respeta a su enemigo, una difusa noción de des-
tino le indica que sólo les tocó luchar en trincheras opues-
tas. Pero el enemigo creado por la Doctrina de la
Seguridad Nacional pierde su condición humana, se puede
hacer con él lo que se quiera. En la lógica machista haber
sido violado hace a un hombre sospechoso de homose-
xualidad, una condición objeto de fuertes prejuicios en el
seno de la militancia, en todo caso es admitir haber sido
“rebajado”  a la condición femenina, y por lo tanto bien
puede constituir una estrategia de destrucción de la sub-
jetividad adecuada al plan represivo.

LA DObLE TRAnSgRESIón

Si bien la agresión sexual no fue exclusivamente per-
petrada contra las mujeres, es cierto que hubo un ensa-
ñamiento contra ellas como doblemente transgresoras:
transgresoras del orden político social vigente, pero tam-
bién de las pautas culturales, de los roles asignados a su
condición de mujeres. Ensañamiento que se agudizaba
ante mujeres pertenecientes a organizaciones político-mi-
litares, a quienes veían como usurpadoras de la capacidad
de agresión y de heroísmo varonil. Acorde con la influen-
cia del nacional-catolicismo que la configuró, la Doctrina
de la Seguridad Nacional demoniza a las mujeres insur-
gentes como promiscuas, ambiciosas y fanáticas. Las sis-

temáticas violaciones cometidas contra mujeres y ado-
lescentes en los CCD, la extorsión extrema que pivoteó
en su condición de madres o de gestantes, la negación de
su carácter de madres implícita en el hecho de asesinar-
las una vez que habían parido en los CCD, para sustraer
a sus hijos modificando su identidad, fueron formas es-
pecíficas de destrucción de las mujeres cautivas. Los
casos en que algunas de ellas aparecieron como “pare-
jas” de sus torturadores, juzgadas por el sentido común
desde un moralismo banal, son la más desgarradora ex-
presión de la derrota, dado que la cautiva que pertenece
al vencedor corresponde a la más arcaica de las relacio-
nes humanas, y está en la raíz de todas las formas his-
tóricas de la esclavitud.

TRAnSfORMAcIOnES PEnDIEnTES

La segunda época de juicios por crímenes de lesa
humanidad, a partir de 2005,  coincidió con una etapa
política que habilitó debates inéditos y profundos sobre
las diferentes formas de la violencia institucional y de
la violencia sexista; las transformaciones legales plas-
madas en este período se corresponden con incipientes
transformaciones culturales. Pero estas transformacio-
nes no alcanzaron a modificar el núcleo duro del poder
judicial, cuya reforma, motorizada precisamente por
quienes se comprometieron en los juicios por crímenes
de lesa humanidad, encalló ante la feroz embestida del
statu quo.  Para una mujer, incluso para una niña, sigue
siendo difícil afrontar el desafío del proceso que sigue a
una denuncia por violación, o por cualquier otra forma
de violencia sexual, en la justicia corriente. ¿Hasta
cuándo el silencio que las víctimas del terrorismo de Es-
tado empezaron a romper seguirá siendo una opción en
la actualidad cotidiana? •
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LA POLíTIcA DE JUSTICIA y DERECHOS
HUMANOS DE LAS PRESIDENCIAS

DE NéSTOR kIRCHNER y CRISTINA
FERNáNDEZ DE kIRCHNER NEUTRALIZARON
LA ESTIGMATIZACIóN DE LOS PERSEGUIDOS
POR LA DICTADURA, LOS TESTIMONIANTES

ESTáN EN OTRA ETAPA DE SUS VIDAS, 
HAN PRODUCIDO TRANSFORMACIONES

JUDICIALES y CULTURALES qUE HABILITAN
LAS DENUNCIAS.

A LAS DEnuncIAS DE DELITOS
SExUALES COMETIDOS EN LOS CCD 
SE ExTIENDE LA LóGICA CON qUE SE
ESCUCHAN ESAS DENUNCIAS EN
LA JUSTICIA CORRIENTE: LAS
SOSPECHAS SE CONCENTRAN EN qUIEN
DENUNCIA, SU PALABRA ES DUDOSA,
SE LO CONCIBE COMO UN DELITO MUy
DIFíCIL DE PROBAR.


